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Grupo de Trabajo encargado de elaborar un Proyecto de


Convención Interamericana contra el racismo y toda forma
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COMENTARIOS DE LA MISIÓN PERMANENTE DE CANADÁ AL DOCUMENTO CONSOLIDADO DEL “PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL RACISMO Y TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA”
CANADÁ

* Canadá propone los siguientes cambios en la redacción del documento consolidado del “Proyecto de Convención Interamericana contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia”. Todas las propuestas están sujetas a ulteriores acontecimientos y negociaciones en torno al Capítulo I del Proyecto de Convención.
CAPÍTULO IV

Deberes de los Estados

Artículo 6

Los Estados [Parte] se comprometen a tomar medidas para a prevenir, eliminar y penalizar sancionar, de acuerdo con sus normas constitucionales y con las disposiciones de esta Convención, todos los actos y manifestaciones de discriminación e intolerancia que se basen, entre otros, en los factores enunciados en el inciso “1” do artículo 1.

Artículo 7 [Se recomienda su eliminación]
 
Los Estados Parte se comprometen a pueden adoptar las medidas y las políticas especiales necesarias de diferenciación o preferencia para garantizar el goce o ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de personas o grupos que sean sujetos de racismo, discriminación o intolerancia con el objetivo de promover condiciones equitativas de igualdad de oportunidades, inclusión y progreso para estas personas o grupos. Tales medidas o políticas no serán consideradas discriminatorias ni incompatibles con el objeto o intención de esta Convención, no deberán conducir al mantenimiento de derechos separados para grupos distintos, y no deberán perpetuarse más allá de un período razonable o después de alcanzado dicho objetivo.
Artículo 8

Los Estados Parte se comprometen a formular y aplicar políticas que tengan por objetivo el trato justo equitativo y la generación de igualdad de oportunidades para todas las personas, entre ellas, políticas de tipo educativo y de promoción. y Los Estados Parte se asegurarán también de que la difusión de la legislación sea accesible y esté disponible al público. sobre la materia por todos los medios posibles, incluidos los medios de comunicación masiva e Internet.

Artículo 9

(1) Los Estados Parte se  comprometen a adoptar la legislación que defina y prohíba claramente el racismo, la discriminación y la intolerancia, aplicable a todas las autoridades públicas, así como a todas las personas naturales y jurídicas, tanto en el sector público como privado, en especial en las áreas de empleo, participación en organizaciones profesionales, educación, entrenamiento, vivienda, salud, protección social, ejercicio de la actividad económica, y acceso a los servicios públicos entre otros;

[Párrafo nuevo] (2) Cada Estado Parte y a derogará o modificará toda legislación que tenga como propósito crear o perpetrar la constituya o produzca discriminación e intolerancia.

Artículo 10

Los Estados Parte se comprometen a asegurar fomentar la diversidad en la participación en que sus sistemas políticos y legales judiciales. reflejen apropiadamente la diversidad dentro de sus sociedades a fin de atender a las necesidades legítimas de todos los sectores de la población.

Artículo 11 [propuesta nueva]

Los Estados Parte se comprometen a tomar las medidas necesarias para  promover que asegurar a las víctimas del racismo y la discriminación y la intolerancia reciban un trato equitativo, tengan igualdad de acceso al sistema de justicia, procesos ágiles y eficaces, y un remedio eficaz una justa reparación en el ámbito civil o penal, según corresponda. En los procesos civiles, Además, adoptarán las medidas legislativas necesarias para asegurar la inversión de la carga de la prueba, de tal manera que corresponda al acusado probar la adopción de procedimientos y prácticas que aseguren un tratamiento equitativo y no discriminatorio. los Estados Parte también pueden considerar medidas que permitan la inversión de la carga de la prueba para que el acusado pueda dar una explicación sobre cualquier trato diferencial en caso de que el demandante sea el primero en demostrar un caso de discriminación.

Artículo 12 [Se recomienda su eliminación] 
Los Estados parte se comprometen a considerar como agravantes aquellos actos que conlleven una discriminación múltiple, es decir, cuando cualquier distinción, exclusión o restricción se base en dos o más de los criterios enunciados en el inciso “1” del artículo 1 de la presente Convención.

Artículo 13

Los Estados Parte se comprometen a llevar adelante fomentar estudios sobre la naturaleza, causas y manifestaciones de la discriminación e intolerancia en sus respectivos países, tanto al nivel local, regional como nacional, y a recolectar, compilar y difundir datos, según sea pertinente, sobre la situación de los grupos que son víctimas de la discriminación y la intolerancia.

Artículo 14

Los Estados Parte se comprometen, de acuerdo con sus leyes nacionales legislación interna, a establecer designar una uno o más mecanismos nacionales institución nacional que se responsabilicen de dar seguimiento a el cumplimiento la implementación de las disposiciones de esta Convención, y a informar a la Secretaría General de la OEA sobre estos mecanismos esta institución. El representante de dicha institución nacional será el representante de dicho Estado en el Comité Interamericano para la Prevención, Eliminación y Sanción de Todas las Formas de Discriminación e Intolerancia.

Artículo 15

Los Estados Parte se comprometen a promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias, así como la ejecución de programas destinados a cumplir con los objetivos de la presente Convención. 
CAPÍTULO V

Mecanismos de Protección y Seguimiento de la Convención

Artículo 16

Con el objetivo de dar seguimiento a la implementación de las obligaciones los compromisos adquiridas por los Estados Parte en la presente Convención:

i.
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de la presente Convención por un Estado Parte. Asimismo, todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión a esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce la competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la presente Convención. En ambos dicho casos, se aplicarán todas las normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (de la cual el Estado en cuestión sea parte), así como el Estatuto y Reglamento de la Comisión.

ii.
Los Estados Parte podrán formular consultas a la Comisión en cuestiones relacionadas con la efectiva aplicación de la presente Convención. Asimismo podrán solicitar a la Comisión asesoramiento y cooperación técnica para asegurar la aplicación efectiva de cualquiera de las disposiciones de la presente Convención.  La Comisión, dentro de sus posibilidades, les brindará asesoramiento y asistencia cuando le sean solicitados.
iii.
Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión a esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria y de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención. En dicho caso, se aplicarán todas las normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como el Estatuto y Reglamento de la Corte.

iv.
[Se recomienda su eliminación]

Se establecerá un Comité Interamericano para la Prevención, Eliminación y Sanción de Todas las Formas de Discriminación e Intolerancia, conformado por un experto independiente de cada Estado parte. La primera reunión del Comité será convocada por la Secretaría General de la OEA tan pronto se haya recibido el décimo instrumento de ratificación, y éste celebrará su primera reunión, en la sede de la Organización, tres meses después de dicha convocatoria, para declararse constituido, aprobar su Reglamento, su Metodología de Trabajo y elegir sus autoridades. Dicha reunión será presidida por el representante del país que deposite el primer instrumento de ratificación a la presente Convención.
v.
[Se recomienda su eliminación]
El Comité será el foro para el intercambio de ideas y experiencias, así como para examinar el progreso realizado por los Estados Parte en la aplicación de la presente Convención y cualquier circunstancia o dificultad que afecte el grado de cumplimento derivado de la misma. Dicho Comité podrá formular recomendaciones a los Estados Parte para que adopten las medidas del caso. A tales efectos, los Estados Parte se comprometen a presentar un informe al Comité dentro del año de haberse realizado la primera reunión, con relación al cumplimiento de las obligaciones contenidas en la presente Convención. Los informes que presenten los Estados Parte al Comité deberán contener, además, datos y estadísticas desagregados de los grupos vulnerables. De allí en adelante, los Estados Parte presentarán informes cada cuatro años. La Secretaría General de la OEA brindará al Comité el apoyo que requiera para el cumplimiento de sus funciones.
CAPÍTULO VI
Disposiciones Generales
Artículo 17. Interpretación

1.
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado en el sentido de restringir o limitar la legislación interna de los Estados Parte que ofrezca protecciones y garantías iguales o mayores a las establecidas en la Convención.

2.
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado en el sentido de restringir o limitar la Convención Americana sobre Derechos Humanos u otras convenciones internacionales sobre la materia que ofrezcan protecciones iguales o mayores en esta materia.

Artículo 18. Depósito
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 19. Firma y ratificación
1.
La presente Convención estará abierta a la firma, ratificación y adhesión de todos los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos.

2.
Esta Convención está sujeta a ratificación o adhesión por parte de los Estados signatarios de acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales y leyes aplicables. Los instrumentos de ratificación o adhesión serán depositados en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 20. Reservas
Los Estados Parte podrán formular reservas a la presente Convención al momento de su firma, o de su ratificación, al momento de su firma, ratificación o adhesión siempre que no sean incompatibles con el objetivo objeto y fin de la Convención y versen sobre una o más de sus disposiciones específicas.

Artículo 21. Entrada en vigor
1.
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el segundo décimo primer instrumento de ratificación o adhesión de la Convención en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

2.
Para cada Estado que ratifique la Convención después que haya sido depositado el décimo primer instrumento de ratificación o adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado el instrumento correspondiente. 

Artículo 22. Denuncia
La presente Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero Cualquiera de los Estados Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha de depósito recepción del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para dicho Estado, permaneciendo en vigor para los demás Estados parte.  La denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones impuestas por la presente Convención en relación con toda acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que la denuncia haya entrado en vigor.

Artículo 23. Protocolos Adicionales
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(1) Cualquier Estado Parte puede proponer una enmienda a la presente Convención y presentarla a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. La Secretaría General dará a conocer a los Estados Parte cualquier propuesta de enmienda. someter a consideración de los Estados Parte reunidos en ocasión de la Asamblea General proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir progresivamente otros derechos en el régimen de protección de la misma Cada protocolo adicional debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará solamente entre los Estados Parte del mismo.
  
(2) Las enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados Parte de la presente Convención. 


(3) Cuando entren en vigor las enmiendas, serán de carácter obligatorio para los Estados Parte que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Parte seguirán estando obligados por las disposiciones de esta Convención y por cualquier enmienda anterior que hayan aceptado.

[Nuevo] Artículo 24


La Secretaría General dará aviso a todos los Estados Miembros de la Organización de lo siguiente: 

(a) Firmas, ratificaciones y adhesiones a la presente Convención,

(b) La fecha de entrada en vigor de la Convención,

(c) Cualquier denuncia que se presente de conformidad con el Artículo 22, y

(d) Cualquier enmienda de conformidad con el Artículo 23.
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� Artículo 6: Los Estados Parte pueden realizar esfuerzos para prevenir y eliminar, o tratar de prevenir y eliminar todo acto y manifestación de discriminación. Si embargo, los Estados no pueden garantizar que cumplirán tales obligaciones, en particular cuando el origen de la discriminación se encuentra en entidades no gubernamentales. La intolerancia es un concepto demasiado amplio y subjetivo como para que un Estado garantice su eliminación.*





� Artículo 7: La intención de este artículo ya ha quedado recogida en el artículo 8 y, por lo tanto, representa una duplicación. Sin embargo, si se decide conservar este artículo, recomendaríamos reemplazar “se comprometen” con “pueden” dado que los Estados deben tener la flexibilidad para adoptar dichas políticas. 





� Artículo 8: Este artículo sería más claro si queda redactado en dos oraciones.  Además, dado el respeto por la libertad de prensa, un Estado no puede pedir a los medios de comunicación que den difusión a una ley. Si el propósito de esta última oración es asegurarse de que la legislación esté disponible al público, la redacción “los Estados Parte se asegurarán también de que la legislación sea accesible y esté disponible al público” permite que cada Estado determine los mecanismos apropiados para lograrlo.





� Artículo 9: El racismo y la intolerancia son conceptos amplios y subjetivos y, por lo tanto, son difíciles de definir. Dado que son problemas de índole social, se les atiende mejor a través de programas y políticas, en lugar de ser considerados como delitos o ilícitos civiles. Además, este proyecto de artículo no toma en cuenta las distinciones razonables basadas en ciertos fundamentos (es decir, la participación en ciertas asociaciones profesionales podría depender de distinciones tales como la “solvencia moral” en el ejercicio de la profesión de abogado, lo cual puede excluir a quienes hayan recibido una condena en un juicio penal [o cuya condición social sea diferente?]; la discriminación que pueden ejercer las escuelas confesionales o cuyos alumnos son todos del mismo sexo; la edad al momento de prestar servicios médicos y ante la posibilidad de ocupar un cargo político).  Este proyecto de artículo también suscita la pregunta de si uno puede atribuir una responsabilidad civil o penal a una compañía (personal moral)  por discriminación, racismo e intolerancia y no a los directivos, empleados o accionistas (personas físicas) de dicha compañía. La obligación con respecto a la anulación o enmienda de leyes existentes queda más clara en una oración separada. 





� Artículo 10: Tal como está redactado, este artículo indica que los Estados deben legislar sobre la participación política, lo cual podría considerarse como una interferencia indebida en los procesos políticos de los países, así como en la libertad de asociación. Además, sugiere que un sistema no representativo no puede satisfacer las necesidades legítimas de todos los sectores de la población, lo cual contradice lo que tiene entendido Canadá en cuanto a que una persona de piel blanca miembro del parlamento puede representar a su electorado de origen asiático-canadiense y viceversa, por ejemplo. En el cambio de redacción se hace énfasis en el hecho de que los Estados fomenten la diversidad en la participación para que así se vea reflejado de mejor manera su constitución social. También se reemplaza el término “legales” por “judiciales” dado que la ley debe aplicarse a todos por igual. Se entiende que el sistema judicial incluye, por ejemplo, a las entidades encargadas de hacer cumplir las leyes y el poder judicial. Los términos “apropiadamente” y “legítimas” son vagos y están abiertos a la interpretación (es decir, ¿cómo se ha de definir o medir “apropiadamente”?).  





�  Artículo 11 [propuesta nueva]: El reemplazo de “justa reparación” por “remedio eficaz” toma en cuenta el hecho de que una compensación monetaria puede no ser siempre el mejor remedio para las víctimas de discriminación. Por ejemplo, puede hacerse frente a la discriminación sistemática mediante una reformulación de los reglamentos del lugar de trabajo o un concurso por un nuevo puesto tal vez puede ser el mejor remedio para una queja de índole laboral. 





La inversión de la carga de la prueba es problemática si se incluyen los casos delictivos, pues entra en conflicto con los derechos fundamentales del acusado (artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 8(2), ACHR) En Canadá, la discriminación puede dar lugar a una acción de índole judicial de conformidad con la Carta de Derechos y Libertades y con las leyes provinciales y federales en materia de derechos humanos. En tales casos, no existe una inversión automática de la carga de le prueba. Sin embargo, según la Carta, una vez que el demandante comprueba la discriminación, el acusado tiene que demostrar que es justificable al amparo de la sección 1 de la Carta (justificable en una sociedad libre y democrática).  Conforme al Decreto sobre Derechos Humanos de Canadá, una vez que se ha demostrado un caso de discriminación prima facie, corresponde al demandado demostrar que ha hecho ajustes hasta el punto de no imponer una carga desproporcionada.





� Artículo 12: El concepto de discriminación múltiple ya está incluido en el artículo 1(3). Tal como está redactado, no queda claro si el artículo se refiere a los actos de índole civil o delictiva ni cuál es el efecto de determinar que un acto es “agravante”. No queda claro si la discriminación por razones múltiples es, por necesidad, más severa y, por lo tanto, más agravante. Algunos actos de discriminación son más agravantes y horrorosos que aquellos realizados por razones múltiples.





� Artículo 13: Al sustituir “llevar adelante” por “fomentar”, los Estados no están obligados a realizar estudios pero sí pueden facilitar que otras instituciones, tales como universidades, realicen este trabajo. La adición de “según sea pertinente” compensa las posibles implicaciones en materia de privacidad con respecto a la difusión de los datos reunidos.





� Artículo 14: Al sustituir “establecer” por “designar”, los Estados pueden utilizar los mecanismos existentes (es decir, tribunales y juzgados en el ámbito federal, provincial y territorial) en lugar de crear instituciones nuevas. Además, Canadá, según se indicó en el Capítulo V, no apoya la creación de un nuevo Comité para la Prevención, Eliminación y Sanción de Todas las Formas de Discriminación e Intolerancia.





� Artículo 16 (chapeau): La inserción del término “obligaciones” subraya la obligatoriedad de este instrumento. 





� Artículo 16 (i): La adición de “ambos casos” sirve para aclarar que las reglas se aplican tanto a las peticiones individuales como a las comunicaciones dentro de los Estados. Las “normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos” deben aplicarse sólo a los Estados Parte de la presente Convención. Señalamos además que al incluir las peticiones de supuestas violaciones a la presente Convención en la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tendría importantes implicaciones para su carga de trabajo, su naturaleza de tiempo parcial y sus recursos limitados. Además, la Convención también debería permitir a los Estados ser parte de la misma mediante la adhesión.





�  Artículo 16 (iii): Dado que la Corte se estableció mediante la Convención Interamericana de Derechos Humanos no hay necesidad de hacer referencia al Estatuto y Reglamento de la misma aquí. 





� Artículo 16 (iv y v): Canadá no apoya la creación de un Comité Interamericano para la Prevención, Eliminación y Sanción de Todas las Formas de Discriminación e Intolerancia dentro del texto de la Convención, pues su establecimiento requeriría hacer uso de los recursos humanos y financieros ya sobrecargados de la OEA y de los mecanismos interamericanos de derechos humanos. Además, no vemos razón alguna para imponer cargas adicionales a los Estados en cuanto a la presentación de informes, lo cual, en muchos casos, ocasionaría la duplicación de esfuerzos. La postura de Canadá es que cualquier mecanismo propuesto requeriría sólo del apoyo de los Estados Parte de la Convención o de contribuciones voluntarias para apoyar al Comité y sus trabajos.  Por último, hacemos notar que dada la amplitud del artículo 1(1), en su versión actual, sería muy difícil que los Estados presentaran los datos y estadísticas desagregados que se requieren conforme al artículo 16 (v). 





�  Títulos  de artículos: Recomendamos la eliminación de los títulos de los artículos en vista de que no son parte operativa de la Convención y de que no han sido incluidos en otra parte de la misma. 





� Artículo 19: El proyecto en su versión actual impide a los Estados no signatarios convertirse en parte de la Convención mediante la adhesión. Además, los Estados tendrán leyes aplicables a la ratificación y adhesión en sus constituciones. 





� Artículo 20: La prueba reconocida en el derecho internacional para evaluar la validez de las reservas es la prueba del “objetivo y fin”.  Por ello, la palabra “objeto” debe ser reemplazada por la palabra “objetivo”. Según se indicó anteriormente, la Convención debe permitir a los Estados convertirse en parte mediante la adhesión y, en consecuencia, debe permitir a los Estados formular sus reservas en el momento de su adhesión. 





� Artículo 21: Dos Estados es un límite muy bajo como para indicar una amplia aceptación de la Convención y como para justificar los costos asociados para la OEA, en cuanto entre en vigor. El requisito de once ratificaciones concuerda con lo establecido en el artículo 44 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 





� Artículo 22: La posibilidad de que la Convención permanezca en vigor en forma indefinida podría ocasionar un conflicto sin solución en el futuro en caso de que todos los Estados Parte decidan denunciar o dar por terminada la Convención para, por ejemplo, consolidar los diversos instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos.  Además, la Convención permanecerá en vigor de manera indefinida, aunque no se indique esto explícitamente, por las acciones de los Estados Parte (siempre y cuando dos partes por lo menos no la denuncien).  





� Artículo 23: Debe eliminarse la restricción sobre el contenido permitido de las enmiendas futuras, de tal manera que este artículo se ocupe del procedimiento que se ha de seguir para las enmiendas, para que así  en las negociaciones futuras que se realicen entre los Estados Parte se decida el contenido de cualquier enmienda futura. Además, al proponer la posibilidad de enmiendas a la Convención, queda implícita la necesidad práctica de dar un aviso anticipado de tal manera que puedan analizarse las enmiendas propuestas. 





� [Nuevo] Artículo 24: Con este artículo se agrega una disposición relativa a los avisos. 
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